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Y PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL


EN LAS ACTIVIDADES DE LA OEA

Síntesis de la sesión celebrada el 19 de febrero de 2010
La sesión se llevó a cabo bajo la presidencia del Embajador Luis A. Hoyos, Representante Permanente de Colombia ante la OEA y Presidente de la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, para considerar los puntos del orden del día contenidos en el documento CP/CISC-490/10 y contó con la presencia de las siguientes catorce delegaciones:  Argentina, Bolivia, Canadá, Chile, Colombia, Estados Unidos, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, y Venezuela.

1. Informe sobre la V Reunión Ministerial “Agricultura y Vida Rural en las Américas”
El informe en cuestión fue presentado, vía teleconferencia y apoyado con una presentación en Power Point (CP/CISC-491/10), por el señor Bernardo Badani, Director de Seguimiento del Proceso de Cumbres de las Américas del Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA).

El señor Badani se refirió a que esta reunión se llevó a cabo en contexto de la Tercera Cumbre de las Américas del 2001 en la cual por vez primera los mandatarios incluyeron el tema con el apoyo del IICA y a partir de donde se consolida el tema como asuntos estratégicos, y sus reuniones ministeriales se integran plenamente al proceso de cumbre.
Se refirió también a la articulación entre los procesos ministerial y de cumbres señalando que se inician generalmente con propuestas sobre desafíos regionales, y pasa por la información que se brinda a los coordinadores de cumbres sobre las orientaciones estratégicas de los acuerdos ministeriales hemisféricos, y por el apoyo que se brinda a los países en la formación de mandatos de agricultura y vida rural.
Indicó asimismo que hasta el día de hoy se han mantenido cinco reuniones ministeriales y se han logrado nueve Acuerdos Ministeriales Hemisféricos (AMH) incluyendo el Plan AGRO y el sistema de información para el seguimiento y evaluación del mismo.

Sobre el Plan AGRO 2003-2015 señaló que es la agenda compartida por los países para el desarrollo sostenible de la agricultura y en el medio rural.  El mismo, indicó, define objetivos estratégicos y una visión compartida hasta el 2015, identificando bienalmente las acciones estratégicas para avanzar y las medidas de implementación y seguimiento.  Señaló que sirve como marco de referencia para la formación de políticas públicas y la cooperación internacional.
Hizo referencia al enfoque amplio de la agricultura y la vida rural, que sostuvo es una concepción sistémica que tiene en cuenta factores de territorios rurales, cadenas agro-comerciales, y dentro de un entorno nacional e internacional.  Tiene un enfoque de desarrollo sostenible, productivo, comercial, ecológico, socio-cultural y político y cuenta con objetivos estratégicos como son la prosperidad rural, la seguridad alimentaria y el posicionamiento internacional.

Hizo referencia también a como se llega a los acuerdos ministeriales que se inicia con un proceso participativo desde los países con informes nacionales, pasan por un diálogo virtual van al Grupo de Implementación y Coordinación de los Acuerdos sobre Agricultura y Vida Rural (GRICA) y luego a la reunión ministerial donde se logran los acuerdos.

Indicó que los principales resultados de la reunión fue la adopción del AMH Jamaica 2009, con la agenda hemisférica 2010-2011 para la implementación del Plan AGRO; haber logrado una mejor comprensión de la importancia estratégica de la agricultura y la vida rural para el desarrollo sostenible de las Américas; el compromiso renovado de promover el fortalecimiento del sistema de información para la implementación y seguimiento de los acuerdos y el fortalecimiento de la cooperación internacional dentro del marco del Plan AGRO.

Señaló que se aprobaron quince acciones estratégicas que van desde alimentos, canasta familiar, almacenamiento y procesamiento de alimentos, sanidad agropecuaria, el manejo de suelos y agua, la tierra y tenencia de la misma, gestión de riesgos y emergencias, mitigación adaptación al cambio climático, gestión agroambiental, gestión y liderazgo, producción e ingresos, focalización en territorios rurales, mecanismos de coordinación y enfoque de cadena, incremento de la capacidad institucional pública y privada y mayores inversiones.

El Presidente agradeció la presentación del señor Badani y propuso que una vez alcanzado el quórum necesario se tomara nota del informe presentado.

2. Nueve solicitudes de organizaciones de la sociedad civil de registro en la Organización

La señora Irene Klinger, Directora del Departamento de Asuntos Internacionales, presentó siete nuevas solicitudes de organizaciones de la sociedad civil en el registro de la OEA y dos que se encontraban pendientes de consideración a solicitud de la Delegación de la República Bolivariana de Venezuela (CP/CISC-488/10).
Al referirse a las nuevas siete solicitudes indicó que las mismas cumplen con las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA contenidas en la resolución CP/RES. 759 (1217/99).
Las delegaciones presentes en sala estuvieron de acuerdo con la aprobación de las nueve organizaciones pero no pudieron ser aprobadas por la Comisión por la falta de quórum existente y serán llevadas nuevamente a la próxima sesión de la CISC.
3. Estudio del procedimiento a seguir en caso de aquellas organizaciones de la sociedad civil que cuentan con la negativa de algún Estado Miembro, o que no cuentan con el consenso para su aprobación y remisión al Consejo Permanente

Al dar inicio a la consideración de este tema el Presidente señaló que en la reunión pasada tanto él como varias delegaciones habían señalado la importancia de abocarse al estudio de los pasos a seguir en cuanto a las solicitudes objetadas en la Comisión.  Señaló que decidir cuál sería el procedimiento a seguir a falta de consenso, si se procede a la negativa o se procede a votación, es de suma importancia porque servirá de guía cuando se traten nuevas solicitudes.  Con ese fin, manifestó es importante conocer las posiciones de los Estados Miembros y mantener una amplia y franca discusión sobre el tema que podrían seguirse en reuniones informales hasta llegar a un consenso.  Informó que se encontraba en la mesa para ayudar a la discusión la opinión jurídica emitida el 15 de mayo de 2006 por el Departamento de Asesoría Legal de la Organización (CP/CISC/INF.4/08).
La Delegación de la República Bolivariana de Venezuela señaló que considera que la Comisión no es un tribunal para debatir disposiciones soberanas, donde se pretende equiparar la decisión de un Estado con la opinión jurídica del Departamento de Asesoría Legal de la Organización.
Manifestó que en varias oportunidades su Delegación ha llamado la atención sobre que establecer la obligatoriedad de la participación de las organizaciones de la sociedad civil (OSC) en todos los foros de la OEA (incluso con el eventual carácter consultivo que se les pretende adjudicar) significaría permitir la entrada de grupos de interés que sólo responden a un propósito subjetivo y particular que no necesariamente puede corresponderse con el interés colectivo y general de la población de un país, lo cual lejos de ser beneficioso significa la incorporación de un elemento de riesgo que podría afectar perjudicialmente la suprema vigilancia de los intereses generales y colectivo a los cuales están llamados a velar los Estados quienes en definitiva son los miembros, los decisores y  los sujetos sobre los cuales pesarán las eventuales obligaciones que se generen en dichos foros.

En este sentido, señaló, que su Delegación propuso en su oportunidad como mecanismo útil y además pertinente al funcionamiento propio de un organismo internacional que sean los Estados quienes en cada foro respectivo y en consideración al tema específico a ser discutido decidan solicitar o no la opinión de las OSC permitiéndoles de esta forma participar en las actividades de la Organización.

Informó que en Venezuela se ha avanzado significativamente en un modelo participativo y protagónico a los fines de que las comunidades organizadas elaboren, ejecuten y supervisen recursos que incrementen y mejoren su calidad de vida. Tal como lo expresa el artículo 62: todos los ciudadanos tienen el derecho de participar libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio de sus representantes elegidos, y que la participación del pueblo en la formación ejecución y control de la gestión pública es el medio necesario para lograr el protagonismo que garantice su pleno desarrollo, tanto individual como colectivo, siendo obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más favorables para su práctica.

Indicó que su Delegación considera inaceptable que se desconozca la legislación venezolana. Más específicamente, la decisión de su Tribunal Supremo de Justicia al definir la sociedad civil mediante Sentencia No. 1395 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, del 21 de noviembre de 2000, estableciendo que la sociedad civil venezolana no incluye organizaciones subsidiadas, financiadas o sostenidas directa o indirectamente por Estados o grupos o movimientos internacionales que persiguen fines políticos o económicos en beneficio propio.

Por último, señaló que todo Estado soberano tiene el derecho a definir lo que constituye una organización de la sociedad civil  con el fin de determinar si una entidad que reclama ser una organización de la sociedad civil en su territorio puede gozar de los derechos y privilegios conferidos por la condición de OSC de acuerdo con las leyes de ese Estado.

La Delegación de Nicaragua al referirse a la opinión jurídica (CP/CISC/INF.4/08), manifestó su rechazo a este tipo de práctica.  Dijo desconocer si el Gobierno de Venezuela había solicitado la opinión jurídica o si fue iniciativa de la Secretaría o del Departamento de Asesoría Legal trabajar este documento.  Señaló que se debe estar claros de que esta es una Organización formada por Estados a los cuales se les debe respeto a su soberanía, a sus legislaciones y a sus ordenamientos jurídicos y no le compete a la Organización determinar cómo los Estados soberanos van a decidir u a actuar en determinada forma.

Señaló que se esta frente a una situación en la que hay organizaciones que no están cumpliendo con los requisitos establecidos por la legislación interna de un país y, sin embargo, de forma atrevida, la Secretaría General propone un documento de esta naturaleza desafiando a la soberanía de los Estados.  Manifestó no saber qué finalidad o qué fin se persigue con esto.

Manifestó que Nicaragua favorece que se incorpore la mayor cantidad de organizaciones de la sociedad civil a la Organización, pero éstas deben cumplir con los requisitos y las reglas del juego establecidas.  De lo contrario, pensaremos que hay elementos tendenciosos con intereses ya específicos marcados para venir a desnaturalizar el trabajo de la Organización.  Entonces, se están atribuyendo funciones que no les compete, no les corresponde, por lo tanto este documento ni siquiera tendría que considerarse.

La Presidencia informó que precisamente por eso se trae la discusión a este foro porque son los Estados Miembros los que deben definir cuál es el procedimiento a seguir.  Y por eso se ha pedido que todas las delegaciones consulten qué se está teniendo en cuenta.  

Manifestó que existe un mandato para incorporar y abrir espacios a las organizaciones de la sociedad civil en los distintos espacios de la OEA y muy especialmente en el proceso de las Cumbres.  En ese sentido, señaló, que algunas solicitudes están en una especie de stand-by y se requiere definir un procedimiento al respecto y esto es lo que realmente motivó a la Presidencia el haber traído este tema a la Comisión.  Señaló que es un tema que debe ser estudiado y que por eso se está partiendo de un documento que fue solicitado hace ya cuatro años a iniciativa de la Delegación de Venezuela para que pueda alimentar la discusión.  Prosiguió diciendo que lo que se pretende hacer es que los Estados puedan presentar su opinión, definir sus posiciones y avanzar para definir cuál es el procedimiento.
La Delegación de Guatemala concordó con lo expresado por el Presidente y sostuvo que hay que establecer un procedimiento.  Manifestó que tal vez habría que actualizar la opinión jurídica del 2006.
La Delegación de Venezuela reiteró su preocupación ya que entiende de lo que se trata es buscar un procedimiento para desconocer la posición soberana de un Estado, con sus razones de objetar una organización de la sociedad civil.  Manifestó que si éste va a ser el procedimiento, ellos propondrían que se haga un estudio serio de las directrices de participación de la sociedad civil en donde prevalezca la normativa nacional de cada uno de los Estados Miembros de esta Organización.  Señaló que a Venezuela le preocupa la insistencia de querer contradecir la posición soberana de un Estado.

El Presidente indicó que es importante que todas las delegaciones tengan bien en claro lo que se propone.  Se ha definido desde hace un tiempo un procedimiento para que ésta, además de ser la típica organización de Estados y de gobiernos, sobre todo de gobiernos, abra espacios a la sociedad civil.  Lo que se está buscando es una regla general donde se defina un procedimiento a seguir con las organizaciones que están en stand by, a la fecha ocho, ya que hoy no existe.  Manifestó que lo que se necesita es discutir entre todos para que entre los 33 Estados activos se busque la mejor salida que permita cumplir con el espíritu de la incorporación de la sociedad civil y que cumpla con el deseo de los Estados que son los que han conformado esta Organización.  Lo que se pretende no es forzar una decisión, sino simplemente discutir y que haya una decisión sobre el procedimiento a seguir.
La Delegación de los Estados Unidos manifestó que apoya firmemente el papel de la sociedad civil en la OEA y en general dentro del sistema interamericano y, específicamente, esperan ampliar el papel de la sociedad civil en todas las actividades de la OEA, ya sea a nivel ministerial, del Consejo Permanente, y de la Asamblea General.   Manifestó su acuerdo con el Presidente y con otras delegaciones en que se debe trabajar juntos para aclarar el camino a seguir en el examen de las solicitudes que están pendientes en la Comisión y las aplicaciones que puedan estar pendientes ante el Consejo Permanente, y también aclarar las situaciones en que las aplicaciones puede ser confusa. 

La Delegación de Nicaragua manifestó que subsiste al parecer una tendencia a desconocer la voluntad de los Estados en el tratamiento de algunos temas.  Indicó que pareciera que la Secretaría General está trabajando en un esfuerzo de esa naturaleza.  Es decir, trabajar en una legislación y en recomendaciones de orden legal para buscar cómo tratar de pasar por encima de la legislación interna de los Estados del Hemisferio.  Señaló que convendría tener un poco de mayor meditación en cuanto al tratamiento que se le va a dar a este tipo de asuntos.  Indicó que si bien se trataba de presentar el estudio realizado por la Asesoría Legal de lo que fue el estudio realizado por el doctor Ferrand, bastaba con haberlo presentado como un estudio y no haber especificado y haberlo presentado como una confrontación ante la posición de un Estado del Hemisferio.  Indicó que pareciera que como que hay mala intención en todo esto y se deben tener reglas claras para poder trabajar y tratar estos documentos.  Señaló que si lo que se quiere es abrir un debate de tipo jurídico, pues que se abra sin empezar a convertirse en una especie de tribunal de inquisición y le recomendó a la Secretaría que tenga cuidado en cuanto al manejo que tiene del tratamiento de estos temas.

La Presidencia reiteró que lo que se necesita es discutir sobre establecer un procedimiento claro.  Indicó que se esta trayendo un tema que genera una discusión porque hay objeciones sobre varias organizaciones y lo que hay que definir es un procedimiento que nos servirá a todos.  Señaló que no se deben confundir los temas.  Cada uno de los Estados aquí presentes respeta la soberanía interna de cada Estado.  No hay el propósito ni ha habido el propósito aquí ni de la Presidencia ni de la Secretaría, ni de ningún Estado de inmiscuirse en los asuntos internos de cada uno.  Lo que se trata es de buscar un procedimiento para un tema que aún no está regulado.  Esa es la situación y para eso invitamos a conversar y a discutir.  

La Delegación de Canadá manifestó su apoyo para la participación activa y abierta de las organizaciones de la sociedad civil en el ámbito de la OEA y agradeció al Presidente por haber incluido este tema en la agenda de la Comisión.

La Delegación de México apoyó la participación activa de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA que han hecho contribuciones y seguramente lo seguirán haciendo.  Manifestó su interés en concluir en lo más breve posible un mecanismo que ayude a sortear la dificultad que se presenta solicitando información sobre cómo se ha actuado hasta ahora.  Preguntó concretamente si esas organizaciones en stand by ¿cada año vuelven a hacer su solicitud o la misma solicitud de hace seis años es la que sigue, y es la que estamos revisando continuamente?

El Presidente manifestó que hay un conjunto importante de organizaciones que han solicitado su incorporación y al no cumplir los requisitos señalados en los mandatos de la OEA, no son traídas a consideración.  Aquellas que cumplen los requisitos se han traído a este espacio y las que han sido traídas a este espacio han sido aprobadas.  En el caso que ha mencionado la Delegación de Venezuela en algunas pidieron más tiempo para estudiarlas.  Finalmente se dio la aceptación en algunas como las dos traídas hoy y otras no.  Indicó que estas organizaciones han insistido señalando que cumplen los requisitos de la OEA y la Delegación de Venezuela, como tiene pleno derecho, las ha objetado por razones de su legislación interna.

El Presidente solicitó a la Secretaría que haga una transcripción de toda la reunión y que se le envíe a los 33 Estados Miembros las posiciones aquí expresadas y solicitó a las Delegaciones que ya se han pronunciado, empezando por Venezuela que tiene una propuesta concreta; por Nicaragua, por Guatemala, por Estados Unidos, por México, por Canadá, e invitó a que se haga un trabajo informal buscando un acuerdo.

Recordó que la OEA es lo que los Estados quieren que sea.  Indicó que nadie está buscando interferir en los asuntos internos de ningún país ni afectar la soberanía.  Señaló también que se necesita un mecanismo para definir qué pasa cuando una organización que se ha presentado a la OEA y cumple con los requisitos establecidos en las normas de la OEA, tiene la objeción de un Estado.  Manifestó que en eso es en lo que hay que alcanzar un acuerdo.  Recalcó se debe trabajar para simplemente definir cómo se quiere que la OEA proceda en este caso y definir dicho procedimiento.

La Delegación de México solicitó mayor información sobre cómo la Secretaría procede en los casos en que las organizaciones han sido rechazadas e insisten en su ingreso:  ¿Exactamente en qué consiste esa insistencia?  ¿Llaman por teléfono y dicen, otra vez preséntenos o vuelven a hacer una solicitud por escrito presentando nuevamente sus requisitos?  O sea, ¿cómo sabemos nosotros que ellos están insistiendo?  ¿Qué es lo que ellos hacen para insistir?  ¿Qué respuesta le está dando a esas organizaciones a las que se les dijo no?  ¿En qué términos les está diciendo, su solicitud fue rechazada?  Las respuestas a estas interrogantes, señaló, van a ser útil para poder formular el proceso que se quiere tener a partir de ahora.  Indicó, asimismo, que debe quedar muy claro para todos porque una vez que se sepa exactamente qué es lo que está pasando, se va a poder hacer una metodología.  Sin estas respuestas, manifestó, se esta trabajando sobre suposiciones que quién sabe que tan acertadas sean.  Solicitó, asimismo, una copia de la carta que se ha enviado a las organizaciones que han sido rechazadas para conocer exactamente los términos en los que está redactada.

El Presidente indicó que cuando una entidad no reúne los requisitos se le informa que no reúne los requisitos.  En este otro caso, no ha existido una definición.  La Delegación de Venezuela ha dicho no estamos de acuerdo y objetamos su participación.  En este caso está en stand-by.  Entonces eso es lo que tenemos que definir.  ¿Eso significa un rechazo? ¿Ese es el procedimiento? ¿Ese es el que vamos a adoptar?  y eso es lo que hoy no tiene una definición.

La Delegación de Nicaragua manifestó que no le quedaba claro cómo se traía nuevamente esas solicitudes y preguntó ¿es la Secretaría la que decide presentarlo independiente de que haya o no solicitudes del organismo de la sociedad civil como tal?.  ¿Sería eso así en esa dirección? y cuando una organización de la sociedad civil no cumple con los requisitos establecidos por la legislación interna de un país pero que sí le parece a la Secretaría de la OEA que sí cumple con sus requisitos, ¿qué va a hacer?  Lo que está en juego aquí es ¿cómo resuelve la OEA una situación aunque esté en contravención del ordenamiento jurídico de un Estado y no sea de aceptación del Estado?  Eso es lo que se esta discutiendo de fondo y obviamente el debate debe orientarse en esa dirección.

El Presidente solicitó a la Secretaría Técnica que ponga por escrito la respuesta a las preguntas que se han hecho lo que ayudará a enriquecer el diálogo.

La Delegación de Venezuela manifestó que quiere saber cuál es el criterio, si es algo discrecional de la Secretaría, de la Oficina de Relaciones Externas; quién decide reiterar o traer nuevamente ante esta reunión o al Consejo Permanente una organización que ya un Estado Miembro se ha pronunciado.  En efecto, no existe un procedimiento pero entonces ¿cuál ha sido la práctica?  ¿Cuál es el procedimiento que se ha venido empleando?  Sostuvo que es necesario saber cuál ha sido la práctica que se ha empleado aún aunque no existe un procedimiento concreto.  Señaló que si para la normativa venezolana no es una organización de la sociedad civil; no representa, a la legislación de Venezuela, a sus normas, entonces ¿cómo va a ser una organización de la sociedad civil en la OEA?.  Indicó que no debería haber una incompatibilidad entre lo que es la normativa nacional y la normativa de la OEA.
La Delegación de los Estados Unidos manifestó estar de acuerdo con la Delegación de Venezuela sobre la importancia de contar con un debate sobre las prácticas a seguir sobre la aprobación de las solicitudes de la sociedad civil, así como que se centre el debate sobre los retos que se siguen enfrentando en la aplicación de los procedimientos en la práctica.  Manifestó que habría que tomar en consideración también algunas de las sugerencias formuladas en este tema por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), que ha publicado dos estudios sobre el papel de defensores de derechos humanos en la región.  Señaló asimismo que hay un párrafo pertinente del dictamen del Asesor Jurídico que podría ser importante a medida que se avanza en el debate de esta Comisión haciendo referencia específicamente al párrafo 1.b del dictamen presentado en el documento CP/CISC/INF. 4/08.
El Presidente manifestó que ha sido muy importante traer el tema porque es evidente que hay un vacío en el procedimiento para definir sobre esta materia.  Señaló que en una organización multilateral, donde todos los Estados están en igualdad de condiciones y lo que se busca es el consenso, la forma de avanzar es teniendo toda la información ilustrada, conocimiento de la posición de todas las partes, y buscando qué es aquello que permite avanzar, a la vez que se respeta la soberanía y la no interferencia en los asuntos internos de cada Estado, cómo se avanza en la participación de la sociedad civil sin afectar esa independencia y esa soberanía.

La Sra. Irene Klinger, Directora del Departamento de Asuntos Internacionales aclaró algunas de las dudas surgidas en el debate señalando que es importante que todas las delegaciones sepan que lo que Secretaría hace una vez que aquí se ha tomado una decisión, es enviarle una carta a la institución que ha solicitado ser registrada, donde se le dice que en su sesión de tal día la CISC y el Consejo Permanente decidieron aprobar o no aprobar su solicitud.  Eso se hace inmediatamente después de que se ha tomado alguna decisión.  Manifestó que sólo en el caso de dos instituciones se ha mandado una carta informando que la decisión de la CISC había sido rechazarlas porque en ese momento eso salió en el acta de este Comité, es el caso de Fedecámaras y de Espacio Civil, ambas de Venezuela.

4. Otros asuntos

No habiendo más temas por considerar, la reunión se dio por terminada a las 11:30 a.m.
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